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H. H. Cuautla, Morelos; veintinueve de septiembre de 

dos mil veintidós. 

 

V I S T O S los autos del expediente 397/2021-3; para 

resolver en definitiva el juicio SUMARIO CIVIL promovido por 

[No.1]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2] contra 

[No.2]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3] Y 

[No.3]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3]; 

radicado en la Tercera Secretaría de este Juzgado y que tiene 

los siguientes  

 

A N T E C E D E N T E S: 

 

1. Por escrito presentado en la Oficialía de Partes 

Común del Sexto Distrito Judicial el dos de septiembre de dos 

mil veintiuno, que por turno correspondió conocer a este 

Juzgado, la C. 

[No.4]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

promovió en la vía sumaria civil, juicio contra 

[No.5]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3] Y 

[No.6]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3], 

de quienes reclama: 

 
“A) Que retiren el zaguán que instalaron en la entrada del 

área común ubicada en la 

[No.7]_ELIMINADO_el_domicilio_[27]. 

 

B) La devolución y colocación del zaguán que 

indebidamente quitaron los demandados los CC 

[No.8]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado

_[3] Y 

[No.9]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado

_[3], en el mes de febrero del año 2020 en el cual tiene las 

medidas 3.50 metros de ancho por 2.90 metros de largo. 

 

C) El pago de los gastos y costas de juicio.”  

 

2. El quince de octubre de dos mil veintiuno, una vez 

que fue subsanada la prevención decretada, se admitió a 

trámite la demanda en la vía y forma propuesta, por lo que se 



 

 

ordenó emplazar a juicio a los demandados para que dentro 

del plazo de cinco días formularan su contestación. 

 

3. El once de noviembre de dos mil veintiuno, el 

actuario de la adscripción emplazó a los demandados CC. 

[No.10]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3] 

Y 

[No.11]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3], 

personalmente en los domicilios señalados. 

 

4. Por autos de fechas veintitrés de noviembre de dos 

mil veintiuno, previa certificación se tuvo a 

[No.12]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3] 

Y 

[No.13]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3], 

contestando la demanda entablada en contra, por lo que, se 

ordenó dar vista a la parte actora, para que en el plazo de tres 

días manifestara lo que a su interés conviniese, y al quedar 

fijada la litis, se señaló fecha de AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN Y 

DEPURACIÓN.  

 

5. El día veintiuno de febrero de dos mil veintiuno, tuvo 

verificativo la audiencia de conciliación y depuración, en la 

que no fue posible conciliar a las partes ante la 

incomparecencia de la parte actora, por lo que una vez que 

fue depurado el procedimiento, se ordenó abrir el juicio a 

prueba por el término común de cinco días. 

6. En autos diversos de fecha tres de marzo de dos mil 

veintidós, se admitieron las pruebas de la parte actora y  

demandados, señalándose hora y fecha, para el desahogo de 

las pruebas que estuvieran pruebas que estuvieran preparadas.  

7. El treinta y uno de mayo del presente año, tuvo 

verificativo la AUDIENCIA DE PRUEBAS Y ALEGATOS, a la que no 

compareció la parte actora 
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[No.14]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], 

únicamente los demandados 

[No.15]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3] 

y 

[No.16]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3]  

debidamente asistidos de su defensa letrada, en la que se 

desahogaron la prueba Confesional  a cargo del demandado 

[No.17]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3], 

así como la CONFESIONAL a cargo de la demandada 

[No.18]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3], 

asimismo se hizo constar la incomparecencia de los testigos 

ofrecidos por la parte actora y ante la incomparecencia de los 

mismos se declara desierto dicho medio probatorio 

procediendo al desahogo de las pruebas ofrecidas por la 

demandada 

[No.19]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3], 

iniciando con la prueba Confesional a cargo de 

[No.20]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2] y ante 

la incomparecencia de la misma se declaro confesa de las 

veinticuatro posiciones que se calificaron de legales, 

desistiéndose a su mas entero perjuicio de la prueba de 

declaración de Parte. Siguiendo el transcurso se procedió a 

desahogar la testimonial ofrecida por 

[No.21]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3] 

a cargo de [No.22]_ELIMINADO_Nombre_del_Testigo_[5] y 

[No.23]_ELIMINADO_Nombre_del_Testigo_[5], y al haber pruebas 

pendientes por desahogar en el expediente, se señaló nuevo 

día y hora para que tuviera verificativo la continuación de la 

audiencia de Pruebas y Alegatos. 

8. Con fecha nueve de septiembre de dos mil 

veintidós, tuvo verificativo la continuación de la audiencia de 

pruebas y alegatos a la que asistieron tanto la parte actora 

como demandada asistidos de sus abogados patronos, en la 

misma se tuvo a la parte actora desistiéndose a su mas entero 



 

 

perjuicio de la prueba de Declaración de Parte a cargo de los 

demandados C. 

[No.24]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3] 

Y 

[No.25]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3], 

por lo que se procedió al desahogo de las pruebas ofertadas 

por el demandado 

[No.26]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3], 

empezando por la Confesional y Declaración de Parte a cargo 

de [No.27]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2].  De 

la misma forma se tuvo por desahogada la prueba testimonial a 

cargo de los atestes 

[No.28]_ELIMINADO_Nombre_del_Testigo_[5] y 

[No.29]_ELIMINADO_Nombre_del_Testigo_[5], en la misma 

audiencia se tuvo al abogado patrono de la parte actora 

interponiendo incidente de tachas de testigo por cuanto a los 

dos atestes, y al no existir pruebas pendientes, se pasó al 

periodo de alegatos, teniendo por realizados los mismos por las 

partes de manera verbal en la audiencia de mérito, y por así 

permitirlo el estado procesal que guardan los autos se citó a las 

partes para oír sentencia definitiva. al tenor de las siguientes: 

C O N S I D E R A C I O N E S: 

 

I.- COMPETENCIA. 

 

Este Juzgado Tercero Civil de Primera Instancia del Sexto 

Distrito Judicial en el Estado de Morelos es competente para 

conocer y resolver el presente asunto, en términos de lo 

dispuesto por los artículos 18, 29, 30, 34 fracción II y IV del 

Código Procesal Civil vigente, en relación con el artículo 68 de 

la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Morelos, en 

virtud de que al tratarse de una acción de carácter personal, la 

competencia por razón de territorio se determina atendiendo al 

domicilio del inmueble y demandada, que en el caso, se ubica 

en este municipio, que corresponde a la jurisdicción territorial 
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de este Juzgado, aunado a la sumisión expresa de las partes en 

los contratos base de la acción; asimismo, el Juzgado es 

competente porque la acción es de carácter civil, materia 

sobre la cual conocía éste órgano y por grado, al encontrarse 

en primera instancia.    

 

II.-ANÁLISIS DE LA VÍA. Previo a entrar análisis del fondo 

del asunto que nos ocupa, resulta necesario pronunciarse con 

relación a la idoneidad de la vía en la que se intenta las 

pretensiones que demanda la parte actora, debido a que el 

derecho a la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no 

es ilimitado, sino que está restringido por diversas condiciones y 

plazos utilizados para garantizar la seguridad jurídica. 

 

Así, las leyes procesales determinan cuál es la vía en que 

debe intentarse cada acción, por lo cual, la prosecución de un 

juicio en la forma establecida por aquéllas tiene el carácter de 

presupuesto procesal que debe atenderse previamente a la 

decisión de fondo, porque el análisis de las acciones sólo 

puede llevarse a efecto si el juicio, en la vía escogida por el 

actor, es procedente, pues de no serlo, el Juez estaría impedido 

para resolver sobre las acciones planteadas.  

 

Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una 

cuestión de orden público, debe analizarse de oficio porque la 

ley expresamente ordena el procedimiento en que deben 

tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a los 

particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las 

excepciones expresamente señaladas en la ley.  

 

Bajo ese orden de ideas, debemos considerar que la 

garantía de acceso a la justicia o a la tutela jurisdiccional para 

los gobernados está contemplada en el artículo 17 de la 



 

 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, segundo 

párrafo, el cual en su parte conducente establece 

textualmente que:  

 

"Artículo 17. ... Toda persona tiene derecho a que se le administre 

justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los 

plazos y términos que fijen las leyes..." 

 

Esta garantía a la tutela jurisdiccional consiste, 

básicamente, en el derecho que los gobernados tienen para 

solicitar a determinados órganos legalmente competentes que 

ejerzan la función jurisdiccional. 

 

La función jurisdiccional es una potestad atribuida a 

determinados órganos para dirimir cuestiones contenciosas 

entre diversos gobernados pero, al mismo tiempo, es un deber 

impuesto a esos órganos, pues los mismos no pueden negarse a 

administrar justicia, ni a utilizar los mecanismos jurídicos 

establecidos por el legislador para el ejercicio de la función 

jurisdiccional.  

 

Por otro lado, la garantía de la que se habla no es 

absoluta ni irrestricta a favor de los gobernados. Esto es así, 

porque el Constituyente otorgó a los órganos legislativos 

secundarios el poder de establecer los términos y los plazos en 

los que la función jurisdiccional se debe realizar. El propio 

Constituyente estableció un límite claramente marcado al 

utilizar la frase "en los plazos y términos que fijen las leyes", misma 

que no sólo implica las temporalidades en que se debe hacer 

la solicitud de jurisdicción, sino que incluye, además, todas las 

formalidades, requisitos y mecanismos que el legislador prevea 

para cada clase de procedimiento.  

 

Lo anterior significa que al expedirse las disposiciones 

reglamentarias de las funciones jurisdiccionales pueden fijarse 

las normas que regulan la actividad de las partes en el proceso 
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y la de los Jueces cuya intervención se pide, para que decidan 

las cuestiones surgidas entre los particulares. 

 

Esa facultad del legislador tampoco es absoluta, pues los 

límites que imponga deben encontrar justificación 

constitucional, de tal forma que sólo pueden imponerse 

cuando mediante ellos se tienda al logro de un objetivo de 

mayor jerarquía constitucional.  

 

Así pues,  la existencia de determinadas formas y de 

plazos concretos para acceder a la justicia no tiene su origen 

en una intención caprichosa del Constituyente de dotar al 

legislador ordinario con un poder arbitrario. Por el contrario, 

responde a la intención de aquél de facultar a éste para que 

pueda establecer mecanismos que garanticen el respeto a las 

garantías de seguridad jurídica y dentro de éstas, la de 

legalidad en los procedimientos. 

 

Esas garantías de seguridad jurídica se manifiestan como 

la posibilidad de que los gobernados tengan certeza de que su 

situación jurídica no será modificada más que por 

procedimientos regulares, establecidos previamente, es decir, 

bajo los términos y plazos que determinen las leyes, como lo 

establece el precitado artículo 17 constitucional. De esta forma, 

se dota al legislador ordinario con la facultad de emitir leyes 

procesales mediante las cuales se regulen los modos y 

condiciones para la actuación de los sujetos de la relación 

jurídica procesal.  

 

Entonces, esas condiciones que se establecen 

previniendo los posibles conflictos que puedan darse son 

mecanismos que sirven para preservar la seguridad jurídica de 

los implicados en la tutela jurisdiccional. Así, el solicitante sabrá 

exactamente cuándo y ante quién debe ejercer su derecho, 



 

 

los requisitos que debe reunir para hacerlo, los plazos para 

ofrecer y desahogar sus pruebas, etcétera. De la misma 

manera, la parte demandada sabrá cuándo y cómo contestar 

la demanda, ofrecer y desahogar sus pruebas, etcétera, ya que 

esas condiciones pueden variar dependiendo de cada uno de 

los procedimientos establecidos por las leyes procesales.  

 

Se puede afirmar que los diversos procedimientos que el 

legislador prevé para el cumplimiento del derecho de acceder 

a la justicia existen con la finalidad de garantizar la seguridad 

jurídica de los gobernados y, por tanto, con el solo hecho de 

seguir un procedimiento en una vía incorrecta se violan los 

derechos sustantivos de las partes en el proceso, pues no se 

respeta esa garantía de seguridad y se rompe con lo dispuesto 

por el artículo 17 constitucional, debido a que no se administra 

justicia en los plazos y términos establecidos en las leyes.  

 

Ello considerando que el derecho a la tutela jurisdiccional 

establecido por el artículo 17 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino que está 

restringido por diversas condiciones y plazos utilizados para 

garantizar la seguridad jurídica. Así, las leyes procesales 

determinan cuál es la vía en que debe intentarse cada acción, 

por lo cual, la prosecución de un juicio en la forma establecida 

por aquéllas tiene el carácter de presupuesto procesal que 

debe atenderse previamente a la decisión de fondo, porque el 

análisis de las acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, 

en la vía escogida por el actor, es procedente, pues de no 

serlo, el Juez estaría impedido para resolver sobre las acciones 

planteadas.  

 

Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una 

cuestión de orden público, debe analizarse de oficio porque la 

ley expresamente ordena el procedimiento en que deben 
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tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a los 

particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las 

excepciones expresamente señaladas en la ley. En 

consecuencia, aunque exista un auto que admita la demanda 

y la vía propuesta por la parte solicitante, sin que la parte 

demandada la hubiere impugnado mediante el recurso 

correspondiente o a través de una excepción, ello no implica 

que, por el supuesto consentimiento de los gobernados, la vía 

establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta.  

 

Por tanto, el juzgador estudiará de oficio dicho 

presupuesto, porque de otra manera se vulnerarían las 

garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en el 

artículo 14 constitucional, de acuerdo con las cuales nadie 

puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus 

propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio 

seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que 

se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. 

 

 Luego entonces, el juzgador, en aras de garantizar la 

seguridad jurídica de las partes en el proceso, debe asegurarse 

siempre de que la vía elegida por el solicitante de justicia sea la 

procedente, en cualquier momento de la contienda, incluso en 

el momento de dictar la sentencia definitiva, por lo que debe 

realizar de manera oficiosa el estudio de la procedencia de la 

vía, aun cuando las partes no la hubieran impugnado 

previamente. 

Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia que a 

continuación se transcribe: 

Registro digital: 178665, Instancia: Primera Sala, Novena Época, 

Materias(s): Común, Tesis: 1a./J. 25/2005, Fuente: Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXI, Abril de 2005, 

página 576, Tipo: Jurisprudencia 

 

PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE 

ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA 

CUESTIÓN PLANTEADA. 



 

 

 

El derecho a la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es 

ilimitado, sino que está restringido por diversas condiciones y plazos 

utilizados para garantizar la seguridad jurídica. Así, las leyes 

procesales determinan cuál es la vía en que debe intentarse cada 

acción, por lo cual, la prosecución de un juicio en la forma 

establecida por aquéllas tiene el carácter de presupuesto procesal 

que debe atenderse previamente a la decisión de fondo, porque el 

análisis de las acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en la 

vía escogida por el actor, es procedente, pues de no serlo, el Juez 

estaría impedido para resolver sobre las acciones planteadas. Por 

ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una cuestión de 

orden público, debe analizarse de oficio porque la ley 

expresamente ordena el procedimiento en que deben tramitarse 

las diversas controversias, sin permitirse a los particulares adoptar 

diversas formas de juicio salvo las excepciones expresamente 

señaladas en la ley. En consecuencia, aunque exista un auto que 

admita la demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin 

que la parte demandada la hubiere impugnado mediante el 

recurso correspondiente o a través de una excepción, ello no 

implica que, por el supuesto consentimiento de los gobernados, la 

vía establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por 

tanto, el juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, porque de 

otra manera se vulnerarían las garantías de legalidad y seguridad 

jurídica establecidas en el artículo 14 constitucional, de acuerdo 

con las cuales nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o 

de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio 

seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se 

cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Luego 

entonces, el juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de 

las partes en el proceso, debe asegurarse siempre de que la vía 

elegida por el solicitante de justicia sea la procedente, en cualquier 

momento de la contienda, incluso en el momento de dictar la 

sentencia definitiva, por lo que debe realizar de manera oficiosa el 

estudio de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la 

hubieran impugnado previamente. 

 

Contradicción de tesis 135/2004-PS. Entre las sustentadas por los 

Tribunales Colegiados Tercero y Sexto, ambos en Materia Civil del 

Primer Circuito y la anterior Tercera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación. 9 de febrero de 2005. Cinco votos. Ponente: 

José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola 

Mendoza. 

 

Tesis de jurisprudencia 25/2005. Aprobada por la Primera Sala de 

este Alto Tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil 

cinco. 

 

Así, una vez analizadas las constancias procesales que 

integran los autos, esta autoridad judicial determina que la vía 

elegida por el actor para hacer valer las pretensiones que 

demanda no es la correcta, lo anterior en atención a las 

siguientes consideraciones: 

 



 

EXP. 397/2021-3 

[No.34]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2]. 

VS 

[No.35]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3] Y/O 

SUMARIO CIVIL  

TERCERA SECRETARIA. 

___________________________________ 

Documento para versión electrónica.  

 El documento fue testado con el Programa 'ELIDA' Eliminador de Datos Judicial del 

Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Jalisco 

 

Como se desprende del escrito inicial de demanda, a 

través de la vía ordinaria civil el actor hace valer las siguientes 

pretensiones: 

 

“…A.- Que retiren el zaguán que instalaron en la entrada del 

área común ubicada en la 

[No.30]_ELIMINADO_el_domicilio_[27].   

 

B.- La devolución y colocación del zaguán que 

indebidamente quitaron los demandados los CC 

[No.31]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3

] Y 

[No.32]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado_[3

], en el mes de febrero del año 2020 el cual tiene las medidas 

3.50 metros ancho por 2.90 metros largo”  

 

Ahora bien, de las pretensiones en análisis se advierte que 

el promovente ejercita en la vía sumaria, el retiro del zaguán 

que instalaron en el área común. 

Acotándose que respecto a la acciones que se ventilan en 

el juicio sumario de acuerdo al articulo  

ARTICULO *604.- Cuándo procede el juicio sumario. Se 

ventilarán en juicio sumario: 

I.- Las demandas que versen sobre contratos de arrendamiento 

de muebles, alquiler, depósito, comodato, aparcería, transportes 

y hospedaje;  

II.- Las demandas que tengan por objeto la firma de una 

escritura, la elevación de convenio a instrumento público o el 

otorgamiento de un documento; y cuando la falta de forma de 

un acto jurídico produzca su nulidad, si la voluntad de las partes 

ha quedado indubitable y no se trata de un acto revocable, 

cualquier interesado puede exigir que el acto se otorgue en la 

forma prescrita por la Ley;  

III.- Los cobros judiciales de honorarios debidos a peritos, 

abogados, médicos, notarios, ingenieros y demás personas que 

ejerzan una profesión o encargo o presten algún servicio de 

carácter técnico para cuyo ejercicio estén legalmente 

autorizados. Si los honorarios de peritos y de abogados proceden 

de su intervención en un juicio, podrán también reclamarse en la 

vía incidental, dentro del mismo;  

IV.- La rendición de cuentas por abogados, tutores, interventores, 

administradores y por todas aquellas personas a quienes la Ley o 

el contrato imponen esa obligación. Si esa vinculación se deriva 

de nombramiento o procedimientos en juicio, no se seguirá la vía 

sumaria, sino que, dentro del mismo juicio, el Juez ordenará, a 

petición de parte, la rendición de cuentas y en lo demás se 

procederá conforme a las reglas de la ejecución forzosa;  

V.- La constitución necesaria del patrimonio de familia y la 

oposición a ella de terceros con interés legítimo y, en general, 

cualquier controversia que sobre dicho patrimonio se suscite;  

VI.- La responsabilidad civil que provenga de causa 

extracontractual, y la que se origine por incumplimiento de los 

contratos enumerados en este Artículo; VII.- La consignación en 



 

 

pago para extinguir una obligación y la oposición que en su 

caso se suscite;  

VIII.- Las que tengan por objeto la constitución, ampliación, 

división, registro o cancelación de una hipoteca, así como la 

prelación o pago del crédito que garantice; IX.- Las demandas 

por partición hereditaria o disolución de cualquier otro 

condominio, cuando sea cuestionado el derecho a efectuarla. 

En este caso, la demanda debe promoverse contra todos los 

herederos o condóminos y contra los acreedores que tengan 

gravámenes reales sobre los bienes comunes o hayan 

reclamado sus créditos, siguiéndose las reglas del litisconsorcio 

necesario;  

X.- Las que se funden en título ejecutivo que contenga 

obligaciones de hacer o de no hacer;  

XI.- Las demandas que versen sobre pretensión, declarativa o 

constitutiva que no tengan señalado otro procedimiento 

especial en este Código; 

XII.- Las cuestiones relativas a servidumbres legales y que consten 

en instrumento público, los conflictos sobre cuestiones de 

derechos de preferencia; y,  

XIII.- Las demandas que versen sobre las cuestiones 

relativas a la rectificación de actas del Registro Civil; y  

XIV.- Los demás negocios para los que la Ley determine de 
una manera especial la vía sumaria. 

 
 

Del cual, se puede advertir que la demanda intentada en 

la vía sumaria no se encuentra contemplado en ninguno de los 

supuestos que se señalan para poder ejercitar su acción. Pues 

no pasa desapercibido que el  artículo anterior nos señala en su 

fracción “XII .- Las cuestiones relativas a servidumbres legales y 

que consten en instrumento público, los conflictos sobre 

cuestiones de derechos de preferencia”, empero lo que aquí se 

solicita no va encaminado a dirimir una controversia sobre una 

servidumbre, pues  incluso en la escritura que presenta la parte 

actora y en donde especifica la actora se encuentra el 

zaguán, se precisa que se trata totalmente de un área común 

entre los propietarios de los predios que se encuentran al fondo, 

asimismo las partes admiten también que se trata de un área 

común.  

 

Por tanto, como ha quedado precisado, la pretensión que 

intenta hacer valer en la vía sumaria no encuadra en ninguno 

de los supuestos que contempla el artículo 604 del Código de 

Procedimientos Civiles del Estado de Morelos.  
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De lo anterior se colige que si lo pretendido a través de la 

acción que se ejercita es el retiro del portón y la devolución del 

que se encontraba antes, resulta obvio que la vía que debió 

ejercitarse lo es la vía ordinaria, no así la vía sumaria civil, ya el 

artículo 266 fracción I del Código Procesal Civil vigente en el 

Estado de Morelos establece que todos aquellos juicios que no 

tengan señalada una vía especial se tramitarán en la vía 

ordinaria civil.  

 

Así, en atención a las razones expuestas, se declara 

improcedente la vía sumaria civil ejercitada por la parte 

actora, dejándose a salvo sus derechos para que los haga 

valer en la vía y forma que correspondan.  

 

Sin que ello implique denegación de justicia ya que si 

bien el artículo 8, numeral 1, de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos contempla el derecho humano de 

ser oído en juicio con las debidas garantías (acceso a la 

justicia), éste no es irrestricto, sino que debe ajustarse a las 

normas que regulan la procedencia de cada juicio. Considerar 

lo contrario implicaría desconocer lo que dispone el artículo 27, 

numeral 2, de la citada convención, que prevé un bloque duro 

de protección de derechos humanos, el cual incluye el 

derecho a la legalidad y a garantías judiciales, por ello, es que 

no puede entenderse que el derecho de acceso a la justicia, ni 

la interpretación "progresiva" ni "pro personae", permitan que las 

controversias se resuelvan en la vía que arbitrariamente elija el 

actor, pues se llegaría al extremo de que con el pretexto de 

garantizar el derecho humano del actor, se resuelva un asunto 

sustanciado en una vía incorrecta, alterando las reglas del 

procedimiento en perjuicio del debido proceso y la equidad 

procesal entre las partes, lo que acarrearía actuar fuera de la 

normatividad, aspecto inaceptable pues se soslayarían 



 

 

disposiciones de orden público en perjuicio de la legalidad y 

certeza jurídica; consecuentemente, la obligación de tramitar 

los procedimientos en la vía idónea, para emitir una sentencia 

válida, no transgrede derechos fundamentales. 

 

Sin que esto produzca una afectación irreparable a la 

parte actora, ya que ésta, tiene expedito su derecho para 

ejercitar su acción en la vía y forma que correspondan, 

ajustando su petición a las disposiciones legales citadas, por 

ende, su acción y su derecho de acceso a la justicia puede ser 

ejercitado. 

Robustece lo anterior los siguientes criterios 

jurisprudenciales que se citan: 

Época: Novena Época, Registro: 177529, Instancia: 

Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXII, Agosto de 2005, Materia(s): Común, Tesis: 

1a./J. 74/2005, Página: 107  

 

PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN UNA VÍA INCORRECTA. 

POR SÍ MISMO CAUSA AGRAVIO AL DEMANDADO Y, 

POR ENDE, CONTRAVIENE SU GARANTÍA DE 

SEGURIDAD JURÍDICA. 

 

La existencia de diversas vías para lograr el acceso 

a la justicia responde a la intención del 

Constituyente de facultar al legislador para que 

establezca mecanismos que aseguren el respeto a 

la garantía de seguridad jurídica, la cual se 

manifiesta como la posibilidad de que los 

gobernados tengan certeza de que su situación 

jurídica será modificada sólo a través de 

procedimientos regulares, establecidos previamente 

en las leyes, esto es, en términos del artículo 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. Por ello, el solo hecho de que se tramite 

un procedimiento en la vía incorrecta, aunque sea 

muy similar en cuanto a sus términos a la legalmente 

procedente, causa agravio al demandado y, por 

ende, constituye una violación a sus derechos 

sustantivos al contravenir la referida garantía 

constitucional que inspira a todo el sistema jurídico 

mexicano, ya que no se está administrando justicia 

en los plazos y términos establecidos en las leyes. 

 

Contradicción de tesis 168/2004-PS. Entre las 

sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en 

Materia Civil del Segundo Circuito y el Primer 

Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, 

actualmente en Materia Penal. 27 de abril de 2005. 
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Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. 

Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza. 

 

Tesis de jurisprudencia 74/2005. Aprobada por la 

Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de 

fecha veintidós de junio de dos mil cinco. 

 

Nota: Esta tesis fue objeto de la denuncia relativa a 

la contradicción de tesis 487/2013, desechada por 

notoriamente improcedente, mediante acuerdo de 

12 de diciembre de 2013. 

 

 

Época: Décima Época, Registro: 2012431, Instancia: 

Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: 

Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de 

la Federación, Libro 33, Agosto de 2016, Tomo IV, 

Materia(s): Constitucional, Tesis: III.2o.C.56 C (10a.) 

Página: 2676  

 

PROCEDENCIA DE LA VÍA. LA OBLIGACIÓN DE 

TRAMITAR LOS PROCEDIMIENTOS EN LA IDÓNEA, 

PARA EMITIR UNA SENTENCIA VÁLIDA, NO 

TRANSGREDE DERECHOS FUNDAMENTALES. 

 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación en las jurisprudencias 1a./J. 25/2005 y 

1a./J. 74/2005, publicadas en el Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Tomos XXI y XXII, abril y agosto de 2005, páginas 576 

y 107, respectivamente, de rubros: "PROCEDENCIA 

DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE 

ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL 

FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA." y 

"PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN UNA VÍA 

INCORRECTA. POR SÍ MISMO CAUSA AGRAVIO AL 

DEMANDADO Y, POR ENDE, CONTRAVIENE SU 

GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA.", sostuvo que el 

juzgador está facultado para examinar de oficio la 

vía elegida en la demanda, incluso en sentencia y, 

en caso de estimar que no es la que legalmente 

proceda, no podrá resolver el fondo del asunto, sino 

que declarará la improcedencia de la vía, dejando 

a salvo los derechos de las partes para que los 

ejerzan en la vía idónea; asimismo, estableció que la 

tramitación de un procedimiento en una vía 

incorrecta, causa un agravio a las partes por no 

respetar el derecho fundamental a la seguridad 

jurídica, dado que la vía no puede quedar a la 

voluntad de las partes, ni convalidarse. Por ende, 

quien inste un procedimiento debe someterse a las 

formalidades y condiciones que la ley disponga, 

como lo es tramitarlo en la vía idónea; formalidad 

procesal objetiva y razonable, que resguarda los 

derechos de tutela jurisdiccional, debido proceso y 

legalidad, evitando así que los demandados se 

vean sometidos a procedimientos irregularmente 

tramitados por elección de la actora; sin que ello 

implique denegación de justicia, ya que de esta 

forma es que se permite al gobernado acudir al 



 

 

juicio pues, de lo contrario, se violaría el derecho del 

demandado. No obsta que el artículo 8, numeral 1, 

de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos contemple el derecho humano de ser 

oído en juicio con las debidas garantías (acceso a 

la justicia), ya que no es irrestricto, sino en atención 

a las normas que regulan la procedencia de cada 

juicio. Considerar lo contrario implicaría desconocer 

lo que dispone el artículo 27, numeral 2, de la citada 

convención, que prevé un bloque duro de 

protección de derechos humanos, el cual incluye el 

derecho a la legalidad y a garantías judiciales, por 

ello, es que no puede entenderse que el derecho 

de acceso a la justicia, ni la interpretación 

"progresiva" ni "pro personae", permitan que las 

controversias se resuelvan en la vía que 

arbitrariamente elija el actor, pues se llegaría al 

extremo de que con el pretexto de garantizar el 

derecho humano del actor, se resuelva un asunto 

sustanciado en una vía incorrecta, alterando las 

reglas del procedimiento en perjuicio del debido 

proceso y la equidad procesal entre las partes, lo 

que acarrearía actuar fuera de la normatividad, 

aspecto inaceptable pues se soslayarían 

disposiciones de orden público en perjuicio de la 

legalidad y certeza jurídicas; consecuentemente, la 

obligación de tramitar los procedimientos en la vía 

idónea, para emitir una sentencia válida, no 

transgrede derechos fundamentales. 

 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 

DEL TERCER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 597/2014. Abelino Miranda Álvarez. 

6 de febrero de 2015. Unanimidad de votos. 

Ponente: Víctor Manuel Flores Jiménez. Secretario: 

Alberto Carrillo Ruvalcaba. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 

a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 

 

Época: Novena Época Registro: 173759 Instancia: 

Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: 

Aislada Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta Tomo XXIV, Diciembre de 

2006 Materia(s): Civil Tesis: VI.2o.C.522 C Página: 

1348  

IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN MATERIA CIVIL. SUS 

EFECTOS SON DEJAR A SALVO LOS DERECHOS DEL 

ACTOR PARA QUE LOS DEDUZCA ADECUADAMENTE 

Y NO ORDENAR LA REPOSICIÓN DEL 

PROCEDIMIENTO A PARTIR DEL AUTO DE 

RADICACIÓN. 

 

Si en la sentencia definitiva se declara fundada la 

excepción dilatoria de improcedencia de la vía, la 

autoridad jurisdiccional debe dejar a salvo los 

derechos del actor para que los deduzca en la 
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forma adecuada, pero de ninguna manera está 

facultada para ordenar la reposición del 

procedimiento desde el auto de radicación, ya 

que en materia civil no puede constituirse un 

proceso mediante la corrección oficiosa de la vía, 

cuando el propio actor pidió de manera expresa 

que se siguiera en una diversa. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 

DEL SEXTO CIRCUITO. 

Amparo en revisión 255/2006. Nora Margarita Giorgi 

de la Espriella. 13 de septiembre de 2006. 

Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Elisa Tejada 

Hernández. Secretaria: María del Rocío Chacón 

Murillo. 

 

Registro digital: 2023791, Instancia: Primera Sala, 

Undécima Época, Materias(s): Constitucional, Civil, Tesis: 

1a./J. 29/2021 (11a.), Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación.  Tipo: Jurisprudencia 

PRINCIPIO DE PRIVILEGIO DEL FONDO SOBRE LA FORMA. LA 

TRAMITACIÓN DE UN JUICIO EN LA VÍA INCORRECTA NO ES 

UN MERO FORMALISMO QUE PUEDA OBVIARSE 

(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 17, PÁRRAFO TERCERO, 

CONSTITUCIONAL). 

 

Hechos: Una persona demandó en la vía ordinaria civil a 

una inmobiliaria el otorgamiento y firma de escritura de 

un contrato de compraventa de un inmueble. Al 

contestar, la empresa opuso la excepción de 

improcedencia de la vía, sustentada en que la relación 

entre las partes es mixta y, por tanto, se debió demandar 

en la vía ordinaria mercantil. La excepción fue 

desestimada en ambas instancias, bajo el argumento de 

que no le causaba perjuicio, dada la similitud de plazos 

entre ambas vías y porque la vía civil concede una mayor 

oportunidad probatoria. En el juicio de amparo directo, el 

Tribunal Colegiado consideró que no se argumentó cuál 

derecho fue trastocado con la tramitación del juicio en la 

vía incorrecta y que la jurisprudencia 1a./J. 74/2005 se 

emitió previo a la incorporación del tercer párrafo del 

artículo 17 constitucional, conforme al cual los Jueces 

deben privilegiar el fondo sobre la forma. 

 

Criterio jurídico: La incorporación al Texto Constitucional 

de la obligación a cargo de las autoridades 

jurisdiccionales de privilegiar la solución de fondo de las 

controversias judiciales sobre los formalismos 

procedimentales no es irrestricto sino que está 

condicionado a que en los juicios o procedimientos 

seguidos en forma de juicio, no se afecte con su 

aplicación la igualdad entre las partes, el debido proceso 

u otros derechos. Por tanto, si con la tramitación de un 

juicio en la vía incorrecta se transgrede el derecho a la 

seguridad jurídica, no se cumplen los requisitos 

constitucionales para obviar dicha violación procesal con 

base en ese principio. 

Justificación: La vía es un presupuesto procesal y, por 

ende, una condición de validez del proceso, que se 



 

 

concibe como el conjunto de formalidades adjetivas, 

plazos, términos y demás elementos que integran un 

procedimiento particular, estructurado y previamente 

establecido por el legislador en el cual deben seguirse los 

diferentes tipos de controversias que se puedan someter 

a la jurisdicción de un tribunal o autoridad que ejerce una 

función materialmente jurisdiccional. Su objetivo es dar 

efectividad a los derechos sustantivos de las personas y su 

existencia deriva de uno de los derechos que sustenta 

todo el sistema jurídico nacional: la seguridad jurídica. 

Sobre esas bases, la tramitación del juicio en la vía 

incorrecta no es un mero formalismo procedimental, ni 

siquiera el incumplimiento a alguna de las formalidades 

que deben regir el proceso natural, sino la transgresión a 

toda la estructura creada por el legislador para la 

sustanciación de la controversia, cuya ausencia impide 

tener plena certeza de que se respetó el derecho del 

demandado a la seguridad jurídica y legalidad. Por ende, 

no es constitucionalmente válido aceptar que pueda 

obviarse y consentir su incumplimiento, so pretexto de 

fallar de fondo la litis del juicio, ya que no se satisfacen las 

exigencias constitucionales para ello, pues uno de los 

requisitos que el artículo 17 constitucional establece para 

que los juzgadores puedan privilegiar la solución del 

fondo de la controversia, al margen de la existencia de 

violaciones procesales, es que con éstas no se haya 

transgredido algún otro derecho sustantivo de las partes y 

con el trámite en la vía incorrecta de un litigio se 

transgrede el derecho a la seguridad jurídica. 

 

Amparo directo en revisión 5934/2019. Bansí, S.A., 

Institución de Banca Múltiple. 29 de septiembre de 2021. 

Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández 

y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 

González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 

Rebolledo, quien formuló voto concurrente, y Alfredo 

Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. 

Secretario: Jesús Iram Aguirre Sandoval. 

Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 74/2005 citada, se 

publicó con el rubro: "PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN UNA 

VÍA INCORRECTA. POR SÍ MISMO CAUSA AGRAVIO AL 

DEMANDADO Y, POR ENDE, CONTRAVIENE SU GARANTÍA 

DE SEGURIDAD JURÍDICA.", en el Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, 

agosto de 2005, página 107, con número de registro 

digital: 177529. 

Tesis de jurisprudencia 29/2021 (11a.). Aprobada por la 

Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de 

tres de noviembre de dos mil veintiuno.  

 

Por lo anteriormente expuesto, y con apoyo además en lo 

previsto por los artículos 96 fracción IV, 100, 105, 106, 623 y 

demás relativos y aplicables del Código Procesal Civil vigente 

en el Estado de Morelos, es de resolverse y así se: 

  

R E S U E L V E: 
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PRIMERO.- Este Juzgado, es competente para conocer y 

resolver el presente asunto. 

 

SEGUNDO.- Se declara IMPROCEDENTE la vía sumaria civil 

que hizo valer 

[No.33]_ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor_[2], por las 

razones expuestas en el considerando II de la presente 

resolución y se dejan a salvo sus derechos para que los haga 

valer en la vía y forma en que corresponda. 

 

NOTIFÍQUESE PERSONALMENTE. Así en definitiva, lo resolvió 

y firma la Licenciada ERIKA MENA FLORES, Juez Tercero Civil de 

Primera Instancia del Sexto Distrito Judicial del Estado, ante el 

Primer Secretario de Acuerdos Licenciado ROSALÍA ALEJANDRA 

GUTIERREZ ANZUREZ, con quien actúa y da fe.  

*mmr*



 

 

FUNDAMENTACION LEGAL 

 

No.1 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo 

de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 

de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de 

Morelos*. 

 

No.2 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.3 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.4 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo 

de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 

de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de 

Morelos*. 

 

No.5 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.6 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 
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No.7 ELIMINADO_el_domicilio en 2 renglon(es) Por ser un dato identificativo de conformidad con 

los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Morelos 

3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública 

del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de Protección 

de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.8 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.9 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.10 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.11 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.12 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.13 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 



 

 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.14 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo 

de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 

de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de 

Morelos*. 

 

No.15 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.16 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.17 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.18 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.19 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 
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IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.20 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo 

de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 

de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de 

Morelos*. 

 

No.21 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.22 ELIMINADO_Nombre_del_Testigo en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo de 

conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 

de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de 

Morelos*. 

 

No.23 ELIMINADO_Nombre_del_Testigo en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo de 

conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 

de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de 

Morelos*. 

 

No.24 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.25 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 



 

 

 

No.26 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.27 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo 

de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 

de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de 

Morelos*. 

 

No.28 ELIMINADO_Nombre_del_Testigo en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo de 

conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 

de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de 

Morelos*. 

 

No.29 ELIMINADO_Nombre_del_Testigo en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo de 

conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 

de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de 

Morelos*. 

 

No.30 ELIMINADO_el_domicilio en 2 renglon(es) Por ser un dato identificativo de conformidad 

con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 de la Ley de 

Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Morelos*. 

 

No.31 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.32 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 
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Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 

No.33 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo 

de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 

de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de 

Morelos*. 

 

No.34 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_actor en 1 renglon(es) Por ser un dato identificativo 

de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del Estado Libre 

y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción IX 31 y 32 

de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de 

Morelos*. 

 

No.35 ELIMINADO_el_nombre_completo_del_demandado en 1 renglon(es) Por ser un dato 

identificativo de conformidad con los artículos 6 inciso A fracción II 16 segundo parrafo de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 2 fracción II de la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de Morelos 3 fracción XXVII 49 fracción VI 87 de la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Morelos en relación con los ordinales 3 fracción 

IX 31 y 32 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del 

Estado de Morelos*. 

 


